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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

SUPREMA CORTE PROVINCIA DE BUENOS AIRES

22-12-2010
Autos: "Villalba, Franco Rodrigo contra The Value Brands Company de Argentina. Amparo (229)"

INVOCACIÓN DESPIDO DISCRIMINTORIO POR MOTIVOS SINDICALES - ART. 47 LAS - SUJETOS PROTEGIDOS: ACTIVISTA 

“....la norma del art. 47 de la ley 23.551- una acción de amparo destinada a obtener, ante todo, el cese de la conducta antisindical de la empresa... respecto de la eficacia de aquella normativa hube de pronunciarme, en un sentido coincidente a la prédica sustentada respecto de su aptitud para disponer el cese de las prácticas antisindicales, al votar en la causa L. 89.631, "Abdala", sent. del 25-IV-2007, bien que apuntando entonces un recorte casuístico que la mayoría de este Tribunal coincidió en ampliar, con señalamientos que aplican a la especificidad del presente caso.” (del voto de la Dra. Hilda Kogan)

“...el texto de la norma transcripta.... (ley 23592)...  no ofrece ningún argumento razonable que permita afirmar que el dispositivo legal no es aplicable cuando el acto discriminatorio es un despido y el damnificado un trabajador dependiente. Esa interpretación (sostenida por la recurrente) equivaldría, paradójicamente, a discriminar a los trabajadores afectados por un acto de esa naturaleza por el solo hecho de serlo y debería, en consecuencia, ser censurada por su inconstitucionalidad. Ahora bien, en la especie cobra particular importancia el art. 47 de la ley 23.551, puesto que el trabajador afectado no es uno de aquéllos a los que la Ley de Asociaciones Sindicales reconoce la protección específica prevista en sus arts. 48, 50 y 52. Por el contrario, el actor queda fuera de ese universo de sujetos protegidos por tratarse de un "activista" que al momento de la extinción del contrato realizaba gestiones por ante el sindicato, el Ministerio de Trabajo y en el ámbito de la empresa, a fin que se convocara a elecciones para la elección de delegados de personal.En ese orden, cuando el art. 47 de la ley 23.551 expresa que "Todo trabajador o asociación sindical que fuere impedido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por la presente ley podrá recabar el amparo de estos derechos ante el Tribunal (...), a fin de que éste disponga, si correspondiere, el cese inmediato de comportamiento antisindical", claramente dispone que todos los trabajadores, más allá de la función que ejerzan, gozan de la tutela que la norma indica. Tutela que, en caso de que la práctica antisindical consista en el despido del trabajador se traduce en su reinstalación en el puesto de trabajo (cese del despido). Tal interpretación es, por otra parte, armónica con los Convenios 87 (1948) y 98 de la O.I.T. (1949), ambos ratificados por nuestro país, y referidos, respectivamente, a la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación y al derecho de sindicación y de negociación colectiva.(del voto del Dr. Héctor Negri)
SUPREMA CORTE PROVINCIA DE BUENOS AIRES

Autos: “Borges, Víctor Ramón c. Cervecería y Maltería Quilmes S.A.”

Sentencia del 30/09/2009

ACUERDO EN SEDE ADMINISTRATIVA-RENUNCIA GREMIAL

“Conforme resulta del convenio que suscribieron las partes ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria con fecha 7-V-2001, que se encuentra glosado a estas actuaciones (v. fs. 93), el actor le reclamó a la empleadora el pago de las indemnizaciones correspondientes al despido y la liquidación final, denunciando al efecto su antigüedad y el importe de la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida (art. 245, L.C.T.). Asimismo, dejó constancia expresa de su renuncia como delegado sindical y a su actividad en la Federación Argentina de Trabajadores Cerveceros. Con el reconocimiento de estos datos, la parte empresaria ofreció a Borges el pago de la suma de $ 38.330,40 "en concepto de las indemnizaciones correspondientes al despido sin causa y la liquidación final". El actor aceptó dicho ofrecimiento y manifestó que una vez percibidos los montos indicados, "nada más tiene por reclamar a su empleador por la relación laboral que los uniera, renunciando expresamente a cualquier reclamo conforme los términos de la Ley de Contrato de Trabajo, ley 23.551 y/o leyes y/o decretos-leyes y/o decretos aplicables al régimen laboral vigente y de la seguridad social". De este modo lo cierto es que resultan de aplicación al caso los principios que informan la doctrina de esta Corte en lo relativo al valor de cosa juzgada administrativa que cabe conferir al acuerdo conciliatorio suscripto en dicha sede, en tanto haya sido objeto de homologación por la autoridad del trabajo competente (conf. causas L. 77.712, sent. del 25-X-2000; L. 77.715, sent. del 13-IX- 2000). A ello se agrega que, si la parte interesada consiente el acto administrativo de homologación del convenio celebrado entre las partes por no formular la respectiva impugnación por razones formales o sustanciales, corresponde reconocerle a la resolución que lo aprueba los efectos de la cosa juzgada (conf. causas L. 62.666, sent. del 27-X-1998; L. 59.338, sent. del 11-III-1997; L. 76.260, sent. del 21-V-2003).... Cabe concluir entonces, que encontrándose firme el convenio que suscribieron las partes, el dependiente percibió el pago de la suma acordada con motivo de las indemnizaciones correspondientes al despido sin causa y liquidación final, manifestando que nada más tenía que reclamar al empleador por concepto alguno conforme los términos de la Ley de Contrato de Trabajo, ley 23.551 y/o leyes y/o decretos-leyes y/o decretos aplicables al régimen laboral, el reclamo articulado posteriormente en esta demanda -indemnización por violación de la estabilidad sindical- quedó incluido dentro de la fórmula inserta en el acuerdo conciliatorio (conf. causas L. 67.717, sent. del 16-VIII-2000; L. 77.113, sent. del 28-VIII-2002; L. 77.015, sent. del 29-X-2003). En consecuencia, dicho reclamo carece de causa jurídica que lo sustente. A no otra solución del pleito puede arribarse que no sea la de confirmar el fallo recurrido, pues la pretensión que estructura la demanda fue objeto de expreso acuerdo, homologado por la autoridad competente. Proponer lo contrario supondría desconocer que en el mismo acuerdo el trabajador declara haber renunciado a los cargos gremiales que supo ocupar. Así, al no mediar cargo gremial alguno que habilitara la percepción de las especiales indemnizaciones previstas en la ley 23.551, el actor se aseguró una suma que consideró apropiada para renunciar a todo reclamo de eventuales créditos derivados de la ley 23.551. Ello se debe precisamente a que a algunos acuerdos sólo puede arribarse después de mutuas concesiones o renunciamientos de las partes, sea de derechos que asisten a las mismas o de abdicaciones de sus legítimas expectativas”.(del voto del Dr. Eduardo Néstor de Lazzari al que adhieren los Dres. Eduardo Julio Pettigiani - Daniel Fernando Soria y Juan Carlos Hitters).

“El reclamo de la indemnización prevista en la ley 23.551 no fue objeto de decisión de la autoridad administrativa y, por consiguiente, la resolución homologatoria del acuerdo allí celebrado no proyecta efectos perentorios para esa pretensión. Así lo interpreto porque la sola mención del reclamo "ley 23.551" en una cláusula liberatoria del acuerdo celebrado en sede administrativa a continuación de que el actor solicitara las "indemnizaciones correspondientes a despido sin causa y la liquidación final" y el empleador ofreciera pagar por ese concepto la suma de $ 38.330,40, no pueden definir la inclusión de esa pretensión en el elenco de las contempladas y satisfechas en virtud del acuerdo por ante el S.E.C.L.O. Todo ello, sumado al hecho que entre los rubros y montos especificados en el recibo al que el propio acuerdo remite (v. fs. 31), no se encuentra la indemnización por violación de estabilidad gremial que aquí se reclama. En otro orden de ideas no puedo dejar de expresar que declaraciones liberatorias por las cuales se renuncia expresamente a futuros reclamos, como sucede en autos, requieren de un minucioso análisis de los términos del acuerdo en el que se insertan de modo de evitar que a través de ellas se encubra la pérdida de derechos irrenunciables. Análisis que, ha quedado dicho, no se llevó a cabo en la presente. ... En razón de todo lo expuesto, debe acogerse el recurso de inaplicabilidad de ley, revocar la sentencia que acogió la excepción de cosa juzgada y disponer el rechazo de ésta, con costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 19, ley 11.653, 289, C.P.C.C.). (del voto del Dr. Héctor Negri en disidencia al que adhiere la Dra. Hilda Kogan).

